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El examen de nuestra legislación nos 
pemite constatar que en Chile perma- 
nentemente ha prevalecido el principio 
jurídico de dar un trato igualitario a los 
extranjeros en materias de derechos ci- 
viles, constituyendo, en cambio, un can- 
po vedado el acceso al ejercicio de los 
derechos políticos. 

En efecto, nuestros textos constitucic+ 
des han cuidado de reglar la configura- 
ción de derechos personales y determi- 
nar las condiciones y requisitos para la 
opción a la calidad de ciudadano con 
plena capacidad de ejercicio de las de- 
rechos polfticos, constituyendo el verbo 
central la calidad de chileno, en térmi- 
nos que el extranjero ba quedado mar- 
ginado de la contienda palitica en cuan- 
to a la intervención en el proceso elec- 
toral. 

Esta situación ha sido consecuente con 
la mantención de una estructura juridica 
en que se concede a la comunidad na- 
cional el ejercicio de la acción que de- 
termine y establezca los órdenes políti- 
cos y los titulares de ellos encargados 
del gobierno del Eskdo, por cuanto su 
proyección histórica debe estar orientada 
a fijar los hitos sociales a las generacio- 
nes futuras y a quienes corresponderá 
imprimir las energias para el desarrollo 
sxíal. 

Dentro de este espectro, el extranjero 
se nos presenta como un integrante so- 
cial de activa participación en el ciclo 
ewnómico y social, per” debido a que 
SU sentido de integmcibn y asimilac& 
u nuestra cultura no ha logrado ser lo 
suficientemente plena en su convicción 
como hacer uso de las posibilidades que 
le soil otorgadas para que adquiera la 
calidad de nacional, se le limita SII par- 
ticipación en política contingente. 

En los constituyentes del texto del 
año 1925 e”c”ntnun”s las primeras ma- 
nifestaciones de voluntad legal de dar 
participación política al extranjero, pues 
en la Subcomisión respectiva, en el ca- 
pítulo relativo a Ia Nacionalidad y ciu- 
dadanía, se propiciaba el establecimiento 
de dos clases de sufragios: el de nahl- 
raleza política y el de carácter munici- 
pal, proponiéndose, respecto de este úl- 
timo, la adopcibn de un registro electo- 
ral en base a roles de contribuciones de 
Ias personas sin dktinci6n de sexos ni 
siquiera de nacionalidad dentro de cier- 
tos límites y mantenikndose las condi- 
ciones de la edad mínima de 21 nños y 
de saber leer y escribir exigidas para 
los ciudadanos, requiriéndose además res- 
pecto de los extranjeros la exigencia 
que tuvieran más de cinco años de resi- 
dencia en el pafs, en el ejercicio de al- 
guna profesi6n, industria o comercio su- 
jeto a conhibwiones directas. En este 
aspecto, tuvo especial relevancia la par- 
ticipación del constituyente don José 
Guillermo Guerra, quien logró que estas 
ideas alcanzaran a tener cabida en el 
primer proyecto constitucional. Sin em- 
bargo, posteriormente sólo quedó consa- 
grado el voto de los extranjeros para Ias 
elecciones de Municipio en el artículo 
104 del texto, al disponerse que “La 
elección de Regidores se hará en vota- 
ción directa y con arreglo B las disposi- 
ciones especiales que indique la Ley de 
Organización y Atribuciones de las Mu- 
nicipalidades. Habd para este efecto re- 
gistros particulares para cada mmuna y, 
para inscribirse en ellos, se exigir& haber 
cumplido veintiún años de edad y saber 
leer y escribir. Los extranjeros ~-~~esita- 

rán, además, haber residido cinco años 
en el pafs”. 

In disposici6n transcrita constituye, 
por consiguiente, el primer reconocimien- 



260 REWST.4 CHILEXA DE DERECHO hbl. 16 

to constitucional a la participación del 
extranjero en un proceso electoral, aún 
cuando limitado a las elecciones de re- 
gidores. 

Para los señalados efectos, la Ley de 
Inscripciones Electoral NQ 3.341, de 15 
de septiembre de 1949, establecía en su 
articulo 27 que “tienen derecho a ins- 
cribirse en el Registro Municipal los 
extranjeros VWIES y mujeres mayores de 
veintiún años que acrediten tener más 
de cina, años consecutivos de residencia 
en el país, que sepan leer y escribir y 
estkn domiciliados en la COITIIDB, subde- 
legación o circunscripci0n del Registro 
Civil correspondiente a los Registros en 
que se inscriban”. Esta “orna legal con- 
templó una exigencia no establecida en 
el texto constitucional de exigir qwz la 
raidencia fuere consecutiva. Posterior- 
mente la Ley NQ 14.853, de 14 de mayo 
de 1962, sobre Inscripciones Electorales 
estableció en SII artículo 25 qne no po- 
drían inscribirse en el Registro Electoral 
de Extranjeros los que hubieren perdido 
la nacionalidad chilena en conformidad 
a los números 2 y 3 del articulo 8”, de 1.1 
Constitución Política del Estado. 

El texto del artículo 104 de la GXIF- 
titución de 1925 referente a los derechos 
del extranjero fw modificado por la 
Ley 17.420 de 30 de marzo de 1971, al 
establecer que “Podrán votar en la elec- 
ción de Regidores los exbanjeros mayo- 
res de 18 años de edad y que hayan re- 
sidido mis de cinco años en el país, para 
lo cual habrA registras particulares en 
cada comuna”. 

La reforma constitucional señalada 
tuvo por objeto ampliar la posibilidad 
de participación política del extranjero 
al reducir la exigencia minina de edad, 
y eliminar el requisito de saber leer y 
escribir. 

Con motivo del n”wo Proyecto Cons- 
titucional, la Comisión de Estudios “om- 
brada por Decreto Supremo de 24 de 
septiembre de 1973 esti” que consti- 
tuía un hecho positivo para la vida cí- 
vica. de la naci6n la circunstancia de que 
determinados extranjeros co” honcio anai- 
go en la vi& del país por s” larga per- 
manencia en él puedan ejercer el sufra- 
gio. Por ello se acordó eskiblecer en la 
Carta Fundamental los requisitos mini- 
mas para su procedencia, como un de- 

Echo potencial otorgado por la Consti- 
tución para todo proceso electoral, pero 
dejando que fuere la lay la q”e poste- 
riormente vaya indicando las clases de 
elecciones o plebiscitos a que pueden ac- 
ceder, en términos que sea el legislador 
quien vaya ponderando lm momentos, 
circunstancias, elecciones y plebiscitos en 
que pueden participar para evitar, entre 
otras razones, ciertas complicaciones k 
seguridad nacional en algunas zonas li- 
mítrofes del país u otras de similar “a- 
turaleza, que pudieren presentarse a cau- 
sa de la participación de los extranjeros. 

Este paso paulatio fue usado por la 
Constitución de 1SZ5 respecto del voto 
de las mujeres, en que se constató el 
buen resultado de su concesih” gradual. 

La Constitución Política de 1980 ha 
introducido importantes y trascenaentes 
modificaciones en el trato referente a la 
participación política del extranjero, pues 
se ha dado una mayor cobertura a su 
expresión politica al consagrarse el de- 
recho a suhagar en los procesos electo- 
rales y plebiscitarios, regulando esta ra- 
teria el Capitulo II, referente a Naciw 
nalidad y Ciudadania, en sus articulos 
13, 14, 15 y 16. 

Para los efectos de acreditar la exis- 
tencia de los requisitos exigidos a los 
extranjeros para el ejercicio del derecho 
a sufragio, Bstos deben someterse a las 
disposiciones de la Ley Orgánica Cons- 
titucional N’+ 18.556 de 1~ de octubre de 
1986 sobre Sistema de Inscripciones Elec. 
torales y Servicio Electoral. 

En lo referente a la forma de Eire- 
sar el sufragio, el extranjero debe suje- 
tarse a las nomxis de la ~~~ &gtiol 
Constitucional NP 18.700 de 6 de mayo 
de 1988 sobre Votaciones Populares y 
ESClWiUiOS. 

Sin perjuicio de lo anterior, debe te- 
nerse presente la aplicación de las “or- 
nas sobre ingreso al país, residencia, per- 
manencia definitiva, egreso, reingreso, 
enpulsib” y control de extranjeros esta- 
blecidas en el Decreto Ley NQ 1.094 de 
19 de julio de 1975, así como el D.S. 
NP 597, publicado en el Dkio Oficial 
de 24.11.1984 sobre Reglamento de Ex- 
tranjerias. 
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De conformidad a los principios doc- 
trinarios y constitucionales de índole ge- 
neral en materia de derecho público, 
adoptada por la casi totalidad de las na- 
ciones, se se&la que los derechos políti- 
cos pertenecen únicamente a los naciw 
nales, no participando de ellos los ex- 
tranjeros, salvo que adquieran la nacio- 
nalidad del psis en que habiten median- 
te la nacionalización, en cuyo caso ob- 
viamente pierden la calidad de extran- 
jeros. La razón de este principio se en- 
cuentra en que el Estado debe cuidar su 
propia existencia, entendiendo que quie- 
nes mayor inquietud pueden tener al 
respecto son sus nacionales, por consti- 
tuir la expresión de la soberanía que se 
manifiesta a través del ejercicio de los 
derechos politices. 

De las disposiciones anteriormente ci- 
tadas, podemos indicar que se ha esta- 
blecido un riguroso procedimiento para 
determinar que los extranjeros a quienes 
se les otorga el derecho a sufragio re- 
únan los caracteres de idoneidad moral y 
cívica como la exigible a los nacionales. 

Pero no todos los nacionales se en- 
cuentran en condición de participar en 
el ejercicio de la soberanía, sino ~610 
aquellos nacionales que cumpliendo de- 
terminados requisitos logran un estado 
habilitante especial, que es la calidad de 
ciudadanos, generadora de derechos ac- 
tivos tales como el sufragio, el optar a 
cargos de elección popular, y los demás 
que la Constitución 0 Ja Ley confieran 
corno SOII la capacidad para ser jurado, 
optar a funciones públicas, etc. Asimis- 
mo, la calidad de ciudadano impone a 
éste obligaciones ineludibles a SII cali- 
dad de tal, corno ocurre con el aesem- 
peño de cargos de vocales ae mesas x- 
ceptoras de sufragios o integrantes de 
Colegios escrutadores, etc. 

Corresponde al Ministerio del Inte- 
rior, a través del Departamento de Ex- 
tranjeria y hligración, la aplicación de 
la legislación de extranjeria y muy es- 
pecialmente la autorización para el ti- 
greso al país, la residencia, la perma- 
nencia definitiva, el egreso, reingreso, la 
expulsión, y el control de los extranjeros, 
permitiendo con ello sustraer de la co- 
munidad nacional a los extranjeros inde- 
seables por su condición moral, penal o 
política y que constituyan un peligro pa- 
ra el Estado o los intereses de Chile. 

Para estos efectos, corresponde al Mi- 
nisterio del Interior certificar la circuns- 
tancia del cumplimiento del requisito de 
avecindamiento en chile conforme a lo 
dispuesto en el articulo 37 de la Ley 
NQ 18.556, y que exige el articulo 14 
del texto político. 

De este conjunto de derechos conîti- 
tutivos de la ciudadanía activa o pasiva 
como así de las obligaciones inherentes 
a ella, observamos que al extranjero se 
1 e permite su participacibn ~610 al ejer- 
cicio del derecho a sufragio. 

Para los efectos de determinar la Q- 
lidad de extranjeros debemos obsew 
que el arthlo 56 del Código Cid se- 
ñala que 990 soa chilenos los que la 
Constitución del Estado declara como 
tales, esto es, los que se encuentran en 
las situaciones señaladas en el artículo 
10 de dicho texto político. Todos los 
demás son extranjeros, ~BC~USO IW que 
carezcan de alguna nacionalidad, cono 
es el casa de los apkidas. 

Por su parte, el Servicio de Registro 
Civil e Identificación cumple una fun- 
ción vital en este proceso, por cuanto le 
corresponde comunicar a los organismos 
respectivos tales como Ministerio del In- 
terior y al Servicio de Investigaciones el 
hecho de haberse dictado en procesos 
criminales en que aparezcan inculpados 
extranjeros, sentencia condenatoria o au- 
tos encargatonos de reos por pena aflic- 
tiva, todo lo cual es amstitutivo de im- 
pedimento para acceder o perder dere- 
cho al sufragio o causal de suspensión 
del mismo. Además, es este Servicio el 
órgano competente para emitir la cédula 
de identidad para el extranjero, medio 
probatorio único para acreditar la iden- 
tidad en el proceso electoral. 

EI servicio Electoral ejerce una labor 
de control de los extranbms con dere- 
cho R sufragio, por cuanto le correspon- 
de, entre otras funciones, mantener un 
w&tro con la nómina de las personas 
habilitadas para ello, así como resp~+o 
de aqueUas a quienes se les haya SUS- 
pendido o cancelado su derecho. 
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Vinculado a lo anterior, debemos se- 
ñalar que las Juntas Inscriptoras cum- 
plen una función primaria en el proceso 
electoral, pues ks corresponde inscribir 
a los extranjeros con derecho a sufragio, 
debiendo constatar la concurrencia de 
los requisitos habilitanta para ello. 

Los extranjeros en Chile pueden resi- 
dir en calidades distintas, ya sea como 
residentes oficiales, residentes sujetos a 
contrato, residentes contratados, residen- 
tes estudiantes, residentes tempomrios, 
residentes con asilo politim o residente 
refugiado conforme a las distintas va- 
riantes establecidas en el Decreto Ley 
1.094 de 1975. 

Sin embargo, los artículos 13 y 14 del 
texto politim y el artículo 37 de la Ley 
NQ 18.558 ~eñaalan un conjunto de eti- 
gencias copulativas que debe reunir el 
extranjero y acreditarlas para optar al 
derecho a sufragio ante la Junta Ins- 
criptom respectiva al domicilio de éste. 

En primer lugar, los extranjeros de- 
ben tener cumplidos los 15 años de edad 
al morrxnto de la inscripci6n, salvo que 
la inscripción se efectúe dentro ae 10s 
90 días anteriores a la fecha del cierre 
de los Registros que proceda antes de 
una elección ordinaria, en que esa edad 
puede cumplirse al día de la elección. 
Esta exigencia de edad. ~610 puede acre- 
ditarse con La cAdula de. identidad para 
extranjems emitida por el Servicio de 
legislo Civil e Identificación, pues nin- 
gún certificado, pasaporte u otm docu- 
mato puede reemplazarla. 

No obstante lo anterior y en caso que 
el extranjero se hallare en interdicci6n 
por demencia, procesado por delito que 
merezca pena aflictiva o por delito que 
la ley califique cano conducta termris- 
ta o haber sido sancionado por el Tribu- 
nal Constitucional en conformidad al ar- 
thlo 59 de la Constituci6n por xnten- 
cia dictada dentm de los últimos diez 
años contados hacia atrf,s desde la fecha 
que se requiera la inscripci6n, no pue- 
da ser insxito conforme * lo dispuesto 
en el articulo 37 de la Ley NQ 18.558, 
hasta que cese su impedimento, Tam- 
poco pueden inscribirse los que hubie- 

ren perdido la nacionalidad chilena en 
conformidad a los númreos Z“, 3~ 4p o 
50 del artículo ll de la Constitución Po- 
lítica del Estado. 

En segundo lugar, es necesario que el 
extranjero no haya sido condenado a pe- 
na aflictiva. Debe tratarse de una con- 
dena impuesta por el Tribunal chileno, 
por cuanto si ello hubiere ocurrido ~011 
motivo de hechos awxidos en el exhan- 
jem, se encuentm en la imposibilidad de 
ingresar al psis, toda ye2 que existe pro- 
hibición establecida por e1D.L. NP 1.094 
de 1975 respecto de los condenados o 
actualmente procesddos por delitos CC- 
munes que la ley chilena califique de 
crhenes o simples delitos. 

La existencia de condena a pena aflic- 
tiva debe impatar la existencia de una 
sentencia judicial firme y ejecutoriada, 
para cuyos efectos los secretarios de los 
respectivos Tribunales deben informar al 
Gabinete Central de Identificación remi- 
tiendo una certificación pertinente, in- 
formación que a su vez es tramitada a 
la IDirección General de Investigaciones y, 
además, mensuahnente debe comunicar 
al Servfcio Electoral para los efectos de 
la cancelaci6n de la inscripción. 

Finalmente es necesario que el extran- 
jem acredite un avecindamiento en Chile 
por m&s de cinco años, ciramancia que 
debe acreditarse con un certificado otor- 
gado por el Ministerio del Interior. 

El C6digo Civil definió los conceptos 
de domicilio civil y de domicilio politice 
mucho antes incluso que el constituyen- 
te de 1925, señalando que el primero 
es el relativo a una parte determinada 
del territorio del Estado y el segundo, 
es relativo al territorio del Estado en 
general y el que lo tiene o adquiere es 
o se hace miembro de la sociedad chi- 
lena aunque consserw la calidad de ex- 
tranjero; su constitución y efectos per- 
tenecen al Derecho Internacional, y co- 
ma el Derecho Internacional suscrito 
por chile es el código Bustamante 
que remite esta situación a la legisla- 
cih jurídica interna se aplican en con- 
secuencia todas las demas normas del 
Código Civil al domicilio político. 

De conformidad a las normas expre- 
sadas, “él lugar donde un individuo es- 
tá de asiento, Q donde ejerce habitual- 
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mente su profesión ” oficio, determina” 
su domicilio civil o vecindad”. 

Por casiguiente, al exigir el articulo 
14 de la Constitución que el extranjero 
se encuentra avecindado en Chile ha 
querido exigir domicilio civil en “ues- 
tm territorio. 

Sin embargo, como en nuestro legis- 
lación interna la mera residencia hace 
las veces de domicilio civil respecto de 
las perswas que no tuvieren domicilio 
civil en oha parte, la disposición cons- 
titucional ha exigido además que este 
avecindamiento debe tener una duración 
de mAs de cinco años en Chile, si” que 
se requiera de un avecindamiento inin- 
terrumpido. 

El constihryente ha innovado las exi- 
gencias al extranjero para ejercer el de- 
recho de sufrapio, por cuanto en lo re- 
ferente en materia municipal el articulo 
104 del texto polltico de 1025 e&is 
solamente residencia de más de cinco 
años en Chile. 

El derecho R sufragio del extranjero 
se encuenha revestido de las mismas ca- 
racteristicas que el correspondiente al 
ciudadano chileno en cuanto a que es 
personal, igualitario y secreto. La dife- 
rencia radica exclusivamente en el ca- 
“ícter optativo para el extranjero en opo- 
siciones a la obligatoriedad respecto del 
ciudadano. 

POI consiguiente, que el sufragio sea 
personal significa que debe ser emitido 
por la persona misma concurriendo fki- 
mente al lugar de recepción del sufra- 
gio, acreditando en persona ante la UU- 
toridad electoral pertinente su calidad 
de elector, excluyéndose, por lo tanto 
el sufragio por mandatario, represen- 
tante legal o procurador, es decir, el voto 
por poder, como también debe enten- 
derse excluido el voto emitido por CC- 
rrespadencia ” otra forma similar. 

Para estos efectos, el extranjem al 
momento del sufragio debe comprobar 
personalmente su identidad mediante la 
céduk de identidad respectiva entrega”- 
do ésta al Presidente de la mesa y reci- 
biendo personalmente la ctidula para 
emitir su sufragio, según lo ordena la 
Ley 18.700. 

Que el sufragio sea igualitario sipoi- 
fica qw “o hay electores privilegiados, 
que para todos los ciudadanos y extran- 
jeros que lo enlitan tiene una “lisma pon- 
deración, que tiene” la misma influen- 
cia co” su sofragio, no existiendo votos 
de calidad. 

La igualdad del voto de todos los 
electons ciudadanos o extranjems está 
confirmada por el articulo 71 de la Ley 
de Votaciones, ya que en el escrutinio 
s610 se tomará en cuenta “Ira preferen- 
cia en cada c&dula, pues si aparece más, 
la cédula será ““la. 

El voto es además secreto co” el ob- 
jeto de que etita la titia libertad 
por parte del sufragante en su emisi6n 
y para estos efectos la Ley sobre Vota- 
ciones Populares y E&mänios h3 en- 
marcado la emisión del sufragio de una 
serie de exigencias, precauciones y obli- 
gaciones para evitar que pueda violarse 
este secreto. Es así que el elector debe 
llegar solo a la mesa receptora, por cuan- 
to la simple compañía es causal sufi- 
ciente para la detención; la c8mara pa- 
ra sufragar debe ser secreta, en cuanto a 
que el elector debe permanecer en ella 
con la puerta o cortina cerrada,-su pre- 
ferencia deberá marcarla en la forma b- 
gal co” un lápiz especialmente destinado 
al efecto, sin permiti marca 0 signo al- 
guno a la cAdula; dobleces a la &dula 
conforme a las instrucciones de la Direc- 
ción del Servicio Electoral, etc. Es decir, 
se ha establecido un conjunto de forma- 
lidades tendientes a garantizar el secre- 
to y, consecuenciahnente, la libertad pa- 
ra expresar una opinión política. 

El articulo 15 del texto conFtitucio- 
nal sc3ida que el sufragio para los ciu- 
dadanos será obligatotio, y por lo cual 
la normativa legal pertinente establece 
samiores para los ciudadanos que no 
cumplan esta obligación constitucional. 

En cambio, tratándose de los extra”- 
jeras habilitados para sufragar, el ejer- 
cicio de este derecho es facultativo, y 
en todo caso corresponderá al legislador, 
del mismo modo en el caticter de facul- 
tativo, determiur los casos y formas del 
ejercicio de ese demcho a sufragio. 

De conformidad B la Ley NP 18.700 
sobre Votaciones Populares y Escrutinios, 
el eemjero tiene derecho a sufragar en 
las elecciones de Presidente de la Repú- 
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blica, parlamentarios y en los plebisci- 
tos. 

Sin perjuicio del derecho a sufragio 
el extranjero goza del derecho constitu- 
cional de presentar peticiones a la auto- 
ridad sobre cualquier asunto de interés 
público o privado, sin otra limitación 
que la de prxxder en t&minos respe- 
tuosos y convenientes según lo estipula 
el articulo 19 NQ 14 de la Constitución 
y conforme a ello estimamos la licitud 
que por esta vía pueda acceder a la au- 
toridad en materias de indole política, 
por cuanto ello no generar& más obliga- 
ciones a la autoridad que la de atender 
sus peticiones. 

En iguales términos, el extranjero goza 
de la libertad de emitir opinián y la de 
informar sin censura previa establecido 
para todas las personas en el artículo 19 
NQ 12 del texto constitucional y que 
incluye el derecho de no ser perseguido 
B causa de su opiniones, el de investigar 
y recibir informaciones y difundirlas sin 
limitacion~ de fronteras por cualquier 
medio de expresión, según lo establece 
la Ley NP 18.643 sobre Abusos de Pu- 
blicidad. 

Asimismo el extranjero con derecho a 
sufragio puede ejercer algunos derechos 
emanados de su calidad de elector; por 
consiguiente, podra intelponer reclama- 
ciones de nulidad contra las elecciones y 
plebiscitos por actos que las hayan vicia- 
do, por la eleccibn o Funcionamiento de 
las mesas rexptoras y Colegios Escruta- 
dores o los procedimientos de las Jun- 
tas Electorales o el escrutinio de cada 
mesa o de los Colegios Escrutadore o 
actos de autoridad o personas que ha- 
yan coartado la libertad de sufragio o 
falta de funcionamiento de las Mesas o 
por práctica de cohecho, de soborno o 
uso de fuerza o violencia, conforme se 
estipula en el artículo 96 de la Ley 
NQ 18.700. 

Del mismo modo, el elector extranjero 
podrá reclamar ante el Presidente de las 
Juntas Electorales, de las Mesas Recep 
toras y de los Colegios Escrutadores en 
caso de que se vean afectados el libre 
acceso al recinto en que funcionen 0 por 

la formación de agrupaciones en las 
puertas o alrededores que entorpezcan 
el acceso de los electores, y solicitar la 
rectificación de escrutinios en que se hn- 
ya incurrido en omisiones o en errores 
aritm&icos. 

El extranjero con derecho a sufragio 
~610 de encuentra facultado para re& 
zar la hmción de emitir su voto poli- 
tico y otros actos relacionados con el 
mismo, pero le estan vedados todos los 
otros derechos propios de la calidad de 
ciudadano. Naturalmente se encuentra 
impedido de ser elegido en algún cargo 
de elección popular, pues las magistratu- 
ras de Presidente de la República, de 
Senadores y Diputados requieren la ca- 
lidad de ciudadanos. Del mismo modo 
se encuentran impalidos de participar o 
integrar un partido político, por cuanto 
el artículo 10 de la Ley Orgánica Cons- 
titucional de Partidos PoUtica NQ 18.603 
de 23 de mano 1987 establece que Bs- 
tos so* asociaciones voluntarias formadas 
por ciudadanos; carecen del derecho de 
presentar declaraciones de candidaturas 
independientes ante del Director del 
Servicio Electoral sea para Presidente de 
la República o parlamentarios, por cuan- 
to los articulos 39, 10 y 13 de la Ley or- 
pánica Constitucional NP 18.700 exigen 
que el patrocinio sea efectuado por ciu- 
dadanos; les esta vedado realizar la fun- 
ción de vocal de xecî receptora de su- 
fragios por expresa disposici6n del ar- 
tículo 40 de la ley mencionada; ni miem- 
bro de las Juntas Inscriptoras par man- 
dato del artículo 14 de la Ley Orgánica 
Constitucional sobre Inscripciones Elec- 
torales y Servicio Electoral NQ 18.556, ni 
desempeñar las funciones de apoderado 
ante las mesas receptoras de sufragios, 
por cuanto ello está entregado a los elec- 
tores que tengan la calidad de ciudada- 
nos, según lo establece el artículo 180 
de la Ley NQ 18.700. 

Completa lo anterior la obligación 
que las normas sobre extranjería impo- 
nen a 10s extranjeros de abstener= de 
participar en politica interna ni en *c- 
tM que puedan inferir molestias a go- 
biemos con los cuales Chile mantiene 
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relaciones amistosas. EI0 implica la prw 
hibición de participar en motines, re- 
uniones públicas de naturaleza politica y 
actividades de pms&tismo político. 

De conformidad a lo dispuesto en el 
artículo 16 del texto constitucional, el 
derecho de sufragio se suspende sea pa- 
ra el ciudadano o para el extranjero con 
derecho a su ejercicio por interdicci6” 
en caso de demencia. 

La demencia es un estado de debili- 
dad, generalmente progresivo y fatal, de 
las facultades mentales y que priva de 
la razón a un individuo; sn declaración 
corresponde efectuarla a los Tribunales 
de Justicia en los casos que se haya es- 
tablecido la babihxdidad de dicha pri- 
vación. Tratándose de WI estado de en- 
fermedad mental, tan pronto cese dicha 
alteración, y así sea declarado por el Tri- 
bunal, cesa el impedimento constitu- 
cional. 

En iguales términos, el derecho n su- 
fragio del extranjero se suspende por 
hallarse procesado por delito que me- 
rezca pena aflictiva, conforme a la cuan- 
lificaci6n que indica el articulo 37 del 
Cbdigo Penal. Esta suspensión queda si” 
efecto por el sobreseimiento del acusado, 
aun cuando sea temporal, como lo reco- 
noció la Comisi6” de Constitución, ti- 
gislación y Justicia de la C&mara de 
Diputados en sesi6n de 22 de febrero 
de 1933. 

El procesamiento por delito que la 
Ley N* 18.314, de 17 de mayo de 1984, 
califica como conductas taotitas, cons- 
tituye una nueva causal de suspensión 
del derecho de sufragio contemplada en 
la Consötucibn. 

hidsno, se suspende el derecho a 
d@o por haber sido sancionado por 
el Tribunal Constitucional en canformi- 
dad al EW&X~O 89 de la Cawtitución y 
quienes podr&n recuperarlo ~610 al tér- 
mino de diez años contados desde la &- 
clación del Tribunal. En MSO de que el 
extranjero se encontrare en esta situa- 
ción, lo procedente ser8. su expulsión del 
pis por haber incurrido en un ilicito 
constitucional y causal de prohibición de 

permanencia en el país, segúri lo disp+ 
ne el D.L. 1.094 de 1975. 

El texto constitucional ha señalado 
las causales de p&dida de la calidad de 
ciudadano, que importa, entre otros, la 
pkrdida del derecho a sufragio, sin ha- 
cer referencia a la pérdida del mismo 
derecho tratándose del e-jera. 

sin embargo, estimamos que resulta 
incuestionable que en los casos de con- 
dena a pena aflictiva el extranjero pier- 
de su derecho a sufragio, por cuanto 
dicha pena lleva aparejada la acce- 
soria de inhabilitación absoluta perpetua 
para derechos políticos conforme a las 
disposiciones de los articulos 28 y 29 del 
Código Ptmal, y en el caso de condena 
por delito calificado legalmente como 
coducta terrorista las penas estableci- 
da en la Ley NP 18.314 tienen el carác- 
ter de penas aflictivas. 

Si” perjuicio de lo anterior, el eaarr 
jera perder& a&nismo su derecho a su- 
fragio en el caSo que se revoque su per- 
miso de residencia en el país por algu- 
na de las causales sefíaladas en el D.L. 
1.094. 

ll. caNcLUSI6N 

La Constitución Politica de 1980 ha 
ampliado el cuerpo electoral permitien- 
do que los extranjeros que reúaan los 
requisitos constitucionales puedan ejer- 
cer el derecho a sufragio estableciendo 
que sea el legislador quien señale los ca- 
sos y formas de dicho ejercicio, revis- 
tiendo para esta magistratura legislativa 
un derecho de ponderar las cimunstan- 
cias de su procedencia. Del mismo mo- 
do, para el extranjero cawituye “na fa- 
cultad hacer uso de dicha franquicia 
constitucional. 

Con la dictación de las leyes orgtii- 
cas 18.460 de 15 de noviembre de 1985 
sobre Tribunal Calificador de Eleccie 
“es, NP 18.556 de 1P de octubre de 1988 
sobre Sistema de Inscripciones Electora- 
les y Servicio Electoral, NQ 18.803, de 
nu. de 1987 sobre Partidos Pdiöcos 
y N* 18.700 de 6 de mayo de 1988 so- 
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bre Votaciones Populares y Escrutinios, electorales y plebiscitaarim mediante el 
el legislador ha configurado los requi- derecho a s&agio, y concediéndole, ade- 
sitos, formas y procedimientos para que más, UI conjunto de otros derechos com- 
el eaanjem pueda tener participación plementarios que lo integran B la vida 
de expresi6n politica en los procesos política nacional. 


